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Panel integrado por su presidenta, la Jueza Coll Martí, el Juez 
Ramos Torres y la Jueza Rivera Marchand. 
 

Rivera Marchand, Jueza Ponente. 
 

RESOLUCIÓN 
 

 En San Juan, Puerto Rico, a 27 de enero de 2020. 
 

Comparece ante nosotros por derecho propio, el Sr. Christian 

Porfil García (señor Porfil o peticionario) y solicita que revoquemos 

una Resolución emitida por el Tribunal de Primera Instancia, Sala 

de Fajardo (TPI o foro primario) el 20 de septiembre de 2019.1 

Mediante su dictamen, el foro primario declaró No Ha Lugar una 

solicitud de hábeas corpus presentada por el señor Porfil.2 

El escrito ante nuestra consideración interesa la revocación 

de un dictamen post sentencia emitido por el TPI, por lo que 

acogemos el mismo como un recurso de certiorari, y conservamos la 

misma identificación alfanumérica. Veamos. 

 

 

 
1 La resolución fue notificada el 23 del mismo mes y año. Véase, anejo 1 del 

recurso. 
2 Al peticionario hizo alegación de culpabilidad por el delito de asesinato en 

segundo grado, y a la Ley de Armas (Arts. 5.04, 5.07 y 5.15). 
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I.  

Por hechos ocurridos el 2 de abril de 2005, el señor Porfil fue 

acusado por los delitos de asesinato en primer grado3, portación de 

arma de fuego sin licencia, posesión o uso ilegal de armas largas y 

disparar o apuntar armas sin motivo justificado4. El TPI asignó un 

abogado de oficio para que asumiera la representación legal del 

peticionario. Luego de celebradas múltiples vistas de seguimiento, 

el descubrimiento de prueba y una vista de supresión de 

identificación, el peticionario hizo alegación de no culpable y 

renunció a su derecho a un juicio por jurado.5 No obstante, el 25 de 

octubre de 2006, el señor Porfil, a través de su representación legal, 

notificó que había llegado a un preacuerdo con el Ministerio Público 

y a esos efectos, haría alegación de culpabilidad. En particular, las 

partes informaron que acordaron que el delito de asesinato en 

primer grado sería reclasificado a asesinato en segundo grado y el 

Art. 5.07 de la Ley de Armas, sería reclasificado a una infracción al 

Art. 5.04 de la Ley de Armas. Los cargos en cuanto a los Arts. 5.04 

y 5.15 de la Ley de Armas permanecerían tal cual fueron imputados. 

Basado en lo anterior, se recomendó al TPI imponer una pena de 

treinta años a ser cumplida en una institución carcelaria.  

Evaluado el preacuerdo, el foro primario hizo constar su 

aprobación y a petición de la defensa, dictó sentencia e impuso al 

peticionario 12 años de cárcel por el delito de asesinato en segundo 

grado; 1 año de cárcel por la infracción al Art. 5.04 de la Ley de 

Armas originalmente imputado; 15 años por el Art. 5.07 que fue 

reclasificado a 5.04; y 2 años de cárcel por las infracciones al Art. 

5.15 de la Ley de Armas, para un total de 30 años, según sugerido 

por el Ministerio Público y la defensa. 

 
3 Art. 106 del Código Penal de 2004, 33 LPRA sec. 4734. 
4 Arts. 5.04, 5.07 y 5.15 de la Ley de Armas, 25 LPRA seccs. 458 (c), (f) y (n). 
5 Véase, Minutas de 19 de abril de 2006; 16 y 30 de mayo de 2006; 6 de junio de 

2006; 19 de julio de 2006; 14 de agosto de 2006 y 11 de octubre de 2006. 
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El 14 de septiembre de 2009, el señor Porfil compareció por 

derecho propio ante el foro primario y presentó una Moción al 

amparo de las Reglas 192.1 y 185 de las Reglas de Procedimiento 

Criminal […]. En síntesis, adujo que la pena que le fue impuesta 

resultaba excesiva y le debían aplicar ciertas bonificaciones. Luego 

de examinar la misma, el TPI emitió una Resolución y declaró No Ha 

Lugar la solicitud.6 En particular, resolvió que el señor Porfil no 

solicitó la corrección de su sentencia, ni alegó que la misma fuese 

ilegal. Además, concluyó que no procedía alterar la sentencia, pues 

había sido emitida conforme a los parámetros establecidos por la 

legislación aplicable. Insatisfecho con la determinación, el 

peticionario compareció ante este Tribunal de Apelaciones mediante 

certiorari, y un panel hermano denegó expedir el auto.7  

Posteriormente, en enero de 2012, el señor Porfil compareció 

nuevamente ante el TPI por derecho propio mediante una Moción 

urgente solicitando relevo de sentencia o nuevo juicio al amparo de la 

Regla 192.1 […]. Junto a su moción, incluyó una declaración jurada 

de la testigo principal de los hechos por los cuales fue encarcelado. 

Mediante la referida declaración jurada, la testigo se retractó de lo 

que había declarado anteriormente y admitió haber señalado al 

señor Porfil del asesinato, luego de haber sido amenazada. Por tanto, 

entre otras cosas, el peticionario solicitó que se señalara una vista 

evidenciaria. El TPI examinó la solicitud y señaló una vista para 

recibir evidencia al respecto. El abogado de oficio que había 

representado al peticionario fue citado y posteriormente fue 

excusado por el TPI por razones de salud.8 Siendo así, el TPI refirió 

a los familiares del peticionario a la Oficina de Asuntos Especiales y 

 
6 La resolución fue emitida el 29 de septiembre de 2019 y notificada el 5 de octubre 

del mismo año.  
7 Véase, Resolución emitida en el caso KLCE200901583 el 10 de noviembre de 

2009 y notificada el 13 del mismo mes y año. 
8 Véase, Moción informativa y relevo de representación legal presentada el 5 de 

julio de 2012. 
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Remedios Post Sentencia de la Sociedad para Asistencia Legal (SAL) 

para que el señor Porfil compareciera mediante representación 

legal.9  

Así las cosas y luego de varias posposiciones por falta de 

representación legal, el peticionario compareció al TPI junto a dos 

abogados de SAL.10 Asimismo, compareció la testigo que había 

suscrito la mencionada declaración jurada. Surge de la minuta de 

la vista, que la defensa solicitó un término para poder analizar los 

expedientes y orientar a su representado. Aseguraron que luego de 

analizar y discutir el caso con el peticionario, de entender que no 

prosperaba la solicitud, lo notificarían al tribunal. La testigo quedó 

citada en corte abierta para la próxima vista que debía celebrarse el 

9 de abril de 2013. Llegada la fecha señalada, la defensa hizo un 

breve resumen del tracto procesal del caso y expresó que dialogó con 

su representado y en esos momentos determinó desistir de la 

solicitud de nuevo juicio sin perjuicio. Se desprende de la minuta en 

autos que a preguntas del Tribunal, el peticionario expresó que 

estuvo conforme con la representación, que era correcto lo que su 

defensa había notificado al foro primario y que entendía todo lo que 

se le había explicado. En vista de lo anterior, el TPI decretó el 

archivo sin perjuicio de la solicitud de nuevo juicio del señor Porfil 

mediante Resolución de 9 de abril de 2013. 

Pocos meses después, particularmente el 14 de junio de 2013, 

el peticionario compareció mediante un recurso de hábeas corpus 

ante este Tribunal de Apelaciones y solicitó que se ordenara la 

celebración de un nuevo juicio y la anulación de la Sentencia en la 

que se le condenó a cumplir una pena de 30 años en una institución 

carcelaria. Mediante Sentencia emitida el 20 de junio de 2013, un 

 
9 Véase, Minuta de 22 de mayo de 2012. 
10 Véase, Minutas de 19 de julio de 2012; 28 de agosto de 2012 y 13 de noviembre 

de 2012. 
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panel de este Tribunal denegó expedir el auto de hábeas corpus 

instado.11 En aquella ocasión, el Panel expresó lo siguiente: 

[E]l peticionario no está ilegalmente encarcelado porque su 

confinamiento fue en virtud de una Sentencia válida emitida 

por el Tribunal de Primera Instancia. Cuando no existe una 

restricción de la libertad que puede catalogarse de ilegal, no 

procede utilizar el recurso de hábeas corpus. […] De acuerdo 

al marco doctrinal antes expuesto, el auto de hábeas corpus 

tampoco está disponible cuando existen otros remedios 

ordinarios para que el peticionario pueda hacer valer su 

derecho. […] Cónsono con lo anterior, debemos puntualizar 

que el peticionario tiene a su disposición el mecanismo 

dispuesto en la Regla 192.1 de Procedimiento Criminal […]. 

[E]l peticionario puede instar otra moción para solicitar 

un nuevo juicio por existir nueva prueba ante el Tribunal 

de Primera Instancia. […]12 

 

El 19 de septiembre de 2019 el señor Porfil presentó ante el 

TPI una Petición de hábeas corpus urgente. En síntesis, sostuvo que 

un panel hermano de este Tribunal de Apelaciones había declarado 

inconstitucional el Artículo 5.04 de la Ley de Armas de Puerto Rico, 

Ley Núm. 404-2000, en los casos consolidados denominados 

KLCE20160680, KLCE201600974 y KLCE201600875, por lo que 

procedía eliminar la convicción que le fue impuesta en el 2006 (en 

cuanto al referido artículo) y reducir el tiempo de su sentencia. 

Evaluada la solicitud del peticionario, el TPI celebró una vista y 

posteriormente emitió una Resolución el 20 de septiembre de 2019, 

notificada el 23 del mismo mes y año, y declaró No Ha Lugar la 

solicitud de hábeas corpus.  

Por estar en desacuerdo con el dictamen del foro primario, el 

señor Porfil acudió ante nosotros el 23 de octubre de 2019 y le 

imputó al TPI la comisión de tres errores, a saber:  

1. Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al 

declarar "No Ha Lugar" el Recurso de Hábeas Corpus 

in[coa]do por el apelante sin emitir determinaciones de 

hechos ni conclusiones de derecho. 

2. Erró la Honorable Jueza, Lic. Gema M. González 

Rodríguez al no ejercer su discreción judicial ni su 

humanidad, si alguna, ni la justicia y equidad que debe 

investir a un juez para hacer justicia cuando recono[c]ió que 

el peticionario-apelante no es docto[r] en materia legal ni 

 
11 Véase, KLRX201300040. 
12 Énfasis nuestro. 
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apenas se podía expresar correcta y coherentemente en el 

estrado para intentar hacer valer sus legítimos reclamos 

judiciales. 

3. Erró la Honorable Jueza Lic. Gema M. González 

Rodríguez al no considerar la suplica del peticionario cuando 

en corte abierta le pidió y suplicó que le designara un 

abogado de oficio que lo asistiera en su[s] reclamos de 

der[e]cho de índole constitucional. 

En su recurso, el peticionario solicitó: (1) que ordenáramos la 

celebración de una vista evidenciara para esclarecer su caso; (2) 

anular la sentencia ilegal emitida en su contra; (3) ordenáramos 

"limpiar" su récord criminal; y (4) un abogado de oficio. 

Luego de evaluar el escrito del señor Porfil, emitimos una 

Resolución y requerimos al Procurador exponer su posición. En 

cumplimiento, compareció el 22 de noviembre de 2019 y se opuso a 

la solicitud del peticionario. En síntesis, señaló que la decisión de 

un panel de este Tribunal de Apelaciones no crea un precedente que 

nos obligue a actuar de igual forma. De otro lado, señaló que no 

procede presentar un recurso de hábeas corpus para cuestionar la 

determinación de culpabilidad en la comisión de los delitos que le 

fueron imputados y no existe un derecho constitucional a tener 

representación legal en este tipo de recursos. Asimismo, apuntó las 

múltiples ocasiones en que el peticionario ha presentado recursos 

ante el TPI y este Tribunal de Apelaciones. 

Con el beneficio de la comparecencia de ambas partes, 

procedemos a resolver el caso de epígrafe.  

II.  

A. Recurso de certiorari 

El certiorari es un recurso extraordinario mediante el cual un 

tribunal de jerarquía superior puede revisar a su discreción una 

decisión de un tribunal inferior. Pueblo v. Díaz de León, 176 DPR 

913, 917 (2009). Los tribunales debemos utilizarlo con cautela y por 

razones de peso. Íd., pág. 918.13 Este procede “cuando no existe un 

 
13 Citando a Pérez v. Tribunal de Distrito, 64 DPR 4 (1948). 
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recurso de apelación o cualquier otro recurso ordinario que proteja 

eficaz y rápidamente los derechos del peticionario”. Íd.14 Por tanto, 

a diferencia del recurso de apelación, el tribunal revisor tiene la 

facultad de expedir el auto de certiorari de manera discrecional. 

Rivera Cruz v. Joe’s European Shop, 183 DPR 580, 596 (2011). 

Los criterios que el Tribunal de Apelaciones examina para 

ejercer la discreción sobre la expedición del certiorari se encuentran 

en la Regla 40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA 

XXII-B, R. 40. La referida Regla dispone lo siguiente:  

El Tribunal tomará en consideración los siguientes criterios 

al determinar la expedición de un auto de certiorari o de una 

orden de mostrar causa:  

(A) Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, a 

diferencia de sus fundamentos, son contrarios a derecho.  

(B) Si la situación de hechos planteada es la más indicada 

para el análisis del problema.  

(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 

manifiesto en la apreciación de la prueba por el Tribunal de 

Primera Instancia.  

(D) Si el asunto planteado exige consideración más detenida 

a la luz de los autos originales, los cuales deberán ser 

elevados, o de alegatos más elaborados.  

(E) Si la etapa del procedimiento en que se presenta el caso 

es la más propicia para su consideración.  

(F) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 

no causan un fraccionamiento indebido del pleito y una 

dilación indeseable en la solución final del litigio.  

(G) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 

evita un fracaso de la justicia. 

El foro apelativo debe ejercer su facultad revisora solamente 

en aquellos casos que se demuestre que el dictamen emitido por el 

foro de instancia es arbitrario o constituye un exceso de discreción. 

Meléndez v. Caribbean Int’l. News, 151 DPR 649, 664 (2000).  

B. El recurso de hábeas corpus 

El auto de hábeas corpus es un recurso extraordinario de 

naturaleza civil mediante el cual una persona que está privada 

 
14 Citando a Pueblo v. Tribunal Superior, 81 DPR 763, 767 (1960). 
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ilegalmente de su libertad solicita de la autoridad judicial 

competente que investigue la causa de su detención. Quiles v. Del 

Valle, 167 DPR 458, 466 (2006). Como regla general, antes de 

acogerse un recurso de hábeas corpus tienen que agotarse todos los 

remedios ordinarios disponibles. Ortiz v. Alcaide Penitenciaría 

Estatal, 131 DPR 849, 861 (1992). El uso del auto de hábeas corpus 

debe limitarse a casos verdaderamente excepcionales y a situaciones 

que lo ameriten. Íd. Salvo circunstancias excepcionales, no se 

concederá el auto de hábeas corpus en sustitución de los remedios 

ordinarios provistos en la ley. Otero Fernández v. Alguacil, 116 DPR 

733, 740 (1985).  Es por ello, que no se emitirá un auto de hábeas 

corpus para omitir o evadir un procedimiento apelativo. Id. 

Al evaluar si existen circunstancias excepcionales, los 

tribunales deben evaluar, además de la disponibilidad de un 

remedio efectivo para revisar un error y evitar la continuación de la 

detención ilegal, factores tales como si de la petición, emana: (1) que 

ha habido una patente violación a algún derecho constitucional 

fundamental; (2) que no ha habido una renuncia válida a ese 

derecho; y (3) la necesidad de una vista evidenciaria. Id., págs. 740-

741.  

C. Derecho a representación legal 

La sección 11 de la Carta de Derechos de la Constitución del 

Estado Libre Asociado de Puerto Rico garantiza que “[e]n todos los 

procesos criminales, el acusado disfrutará del derecho […] a tener 

asistencia de abogado”. Art. II, Sec. 11, Const. ELA, LPRA Tomo 1. 

Pueblo v. Rivera, 167 DPR 812, 816 (2006). Además del citado 

precepto constitucional, el derecho a una adecuada representación 

legal en los procedimientos criminales se ha consagrado como parte 

fundamental de la cláusula de debido proceso de ley. Íd.15 Ahora 

 
15 Citando a Pueblo v. Ortiz Couvertier, 132 DPR 883, 887 (1993); Pueblo v. Ríos 

Maldonado, 132 DPR 146, 163 (1992).   
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bien, a pesar de que el derecho a asistencia de abogado es de rango 

constitucional, éste no es absoluto ni ilimitado. El Tribunal Supremo 

ha resuelto que dicho derecho se extiende únicamente a etapas 

críticas del procedimiento, desde el inicio de la acción penal hasta 

la primera apelación. Íd., pág. 821.16 Es decir, el derecho a 

asistencia de abogado no se extiende más allá de la primera 

apelación en derecho, ni a recursos discrecionales. Pueblo v. Esquilín 

Díaz, 146 DPR 808, 815 (1998).17 En torno al significado de lo que 

es una "etapa crítica", se ha indicado que es "una etapa en la que 

existe una posibilidad real de que pueda causarse un perjuicio 

sustancial al acusado". Pueblo v. Rivera, supra, pág. 816.18 

III.  

El peticionario sostuvo que el TPI erró al no asignarle un 

abogado durante la vista de hábeas corpus. Según surge de la 

exposición de Derecho, en nuestra jurisdicción no existe derecho a 

asistencia de abogado en la etapa en que lo solicita el señor Porfil. 

Bajo nuestro esquema constitucional, el derecho a asistencia de 

abogado se limita a las etapas críticas del procedimiento, desde el 

inicio de la acción penal hasta la primera apelación. La presentación 

de un recurso de hábeas corpus constituye un recurso 

extraordinario para el cual no existe derecho a asistencia de 

abogado, al amparo de nuestra Constitución. Esto es, al tratarse de 

un recurso extraordinario, en este caso presentado posterior a la 

primera apelación, no debe entenderse que se trata de una etapa 

crucial del proceso criminal que amerite dicha garantía 

constitucional. 

 
16 Citando a Pueblo ex rel J.L.D.R., 114 DPR 497 (1983); Michigan v. Jackson, 475 

U.S. 625 (1986); United States v. Cronic, 466 U.S. 648 (1984).    
17 Citando a Ross v. Moffit, 417 U.S. 600 (1974). 
18 Citando a Pueblo v. Tribunal Superior, 96 DPR 397, 399 (1968); Johnathat G. 

Neal, “Critical Stage: Extending the Right to Counsel to the Motion for New Trial 

Phase, 45 William and Mary Law Review 783, 804 (2003). 
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De otro lado, precisa reiterar que, el mecanismo de hábeas 

corpus es un recurso extraordinario que no puede ser utilizado para, 

tal y como solicita el señor Porfil, ordenar la celebración de una vista 

evidenciara para esclarecer su caso, anular la sentencia emitida en 

su contra, ni ordenar eliminar de su récord criminal las acusaciones 

que fueron presentadas en su contra. 

Debemos enfatizar que el peticionario ha acudido ante esta 

Curia con planteamientos similares anteriormente sobre hábeas 

corpus y no sobre nuevo juicio. De hecho, como adelantamos, en 

junio de 2013, un panel hermano le advirtió al peticionario de 

manera detallada que no procedían sus solicitudes mediante un 

recurso de hábeas corpus.19 En particular, expresó que el 

peticionario podría instar otra moción para solicitar un nuevo juicio 

por existir nueva prueba ante el Tribunal de Primera Instancia, toda 

vez que el archivo de su primera moción de nuevo juicio fue sin 

perjuicio. Reiteramos que el señor Porfil puede proceder de tal 

manera en su reclamo y de ahí se atendería su solicitud de 

asignación de abogado de oficio tal y como se hizo en el momento en 

que presentó la primera solicitud de nuevo juicio de la cual desistió 

sin perjuicio. Es decir, que de nuestro examen minucioso de los 

autos originales surge que la solicitud de nuevo juicio no fue 

adjudicada en los méritos, toda vez que el propio peticionario, 

debidamente representado por dos abogados de SAL, desistió sin 

perjuicio de su reclamo, a pesar de que la testigo estuvo presente en 

sala20.  Ante ello, nos resulta evidente que el peticionario reservó su 

derecho de volver a presentar una solicitud de nuevo juicio ante el 

foro de instancia dentro del caso original, El Pueblo de Puerto Rico 

v. Christian Porfil García, criminal número NSCR20060047821.  

Ahora bien, en el recurso de epígrafe no nos encontramos en 

 
19 Véase, KLRX201300040, resuelto mediante sentencia el 20 de junio de 2013. 
20 Véase Minuta de 9 de abril de 2013. 
21 Posteriormente se consolidó con los casos NSCR2000600479, 480, 481 y 482. 
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posición de revisar una petición de nuevo juicio que a esta fecha no 

ha sido presentada.  De una lectura de la moción que el TPI examinó 

surge que el peticionario no presentó la solicitud de nuevo juicio 

(solicitó hábeas corpus por la inconstitucionalidad de la Ley de 

Armas), a pesar de lo expresado por esta Curia en anteriores 

ocasiones. 

Hemos examinado cuidadosamente el recurso según 

presentado, y en ausencia de una alegación específica al respecto, 

no hallamos indicio alguno de pasión, prejuicio, parcialidad o error 

manifiesto en la decisión recurrida que nos obligue intervenir en la 

misma.  Lo antes no prejuzga los méritos de las reclamaciones que 

el peticionario interese presentar ante el foro judicial 

correspondiente sobre nuevo juicio, así como la debida asignación 

de representación legal en aras de garantizar sus derechos y el 

acceso a la justicia. 

IV.  

Por los fundamentos antes expuestos, denegamos la 

expedición del recurso de certiorari presentado por el señor Porfil. 

Notifíquese. 

Lo acordó y lo certifica la Secretaria del Tribunal de 

Apelaciones. 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


